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I. Introducción
Una de las temáticas siempre vigentes en nuestro dere-

cho procesal concursal es la verificación de créditos, dada 
la relevancia que adquiere la determinación del pasivo, 
tanto para el concursado como para los pretensos acree-
dores.

Son múltiples las problemáticas que desde antaño se 
presentan en torno al tema, como ser, la verificación de 
los títulos valores abstractos o de sentencias recaídas en 
juicios ejecutivos, la insinuación de créditos fiscales, la 
morigeración de intereses, la prescripción abreviada con-
cursal y el ingreso de las sentencias dictadas en juicios 
desconcentrados, entre tantos otros. Muchas de estas pro-
blemáticas ya cuentan con criterios jurisprudenciales sen-
tados y opiniones doctrinarias concordantes. 

A la par, en los últimos tiempos se observan nuevas 
situaciones a analizar y resolver frente a la irrupción de 
las formas de contratación digital, que requieren nuevas 
miradas de los operadores jurídicos en aras de dar res-
puestas jurídicas acordes a su dinámica, donde la solución 
a proponer desborda las instituciones tradicionales.

Un claro ejemplo de ello se da en los concursos de las 
empresas fintech que proveen servicios financieros me-
diante el uso de las tecnologías informáticas. Estas em-
presas desenvuelven toda su actividad en entornos virtua-
les, lo que nos llama a repensar nuestras históricas reglas 
y reformular criterios jurisprudenciales sentados casi un 
siglo atrás, tal como se presenta en la etapa de verifica-
ción de créditos.

Estas nuevas formas de contratación colocan a los aho-
rristas devenidos en acreedores en un intrincado problema 
probatorio al momento de insinuar sus créditos. Ello al no 
contar con una documental respaldatoria “suficiente” para 

acreditar tanto la existencia como la cuantificación de su 
crédito. Situación similar se presenta ante la verificación 
de los préstamos bancarios contratados on line a través de 
la plataforma del homebanking, generándose un problema 
probatorio para el banco acreedor.

Por ello, veremos algunas pautas a ponderar en estos 
particulares casos.

II. La verificación de créditos nacidos  
en entornos virtuales

El procedimiento de verificación de créditos tiene co-
mo finalidad el reconocimiento de la legitimidad, exten-
sión y graduación de los créditos de los pretensos acree-
dores en el concurso y la quiebra. La etapa informativa 
del proceso concursal, por sus consecuencias, se erige 
así como una instancia definitoria para todos los invo-
lucrados, concursado y acreedores. En esta tarea conta-
mos, desde antaño, con el sistema de reglas procesales 
concursales, con los lineamientos jurisprudenciales y los 
criterios desarrollados por la doctrina, que determinan las 
pautas a seguir frente las numerosas aristas problemáticas 
que suelen presentarse en esta instancia.

El tema es que frente a los concursos de las empresas 
fintech, tal como se ha presentado recientemente con el 
concurso de “Wenance”, dichos criterios verificatorios se 
presentan insuficientes o inadecuados a esta nueva reali-
dad negocial, surgiendo una serie de interrogantes a resol-
ver: ¿cómo se concretarán los pedidos de verificación de 
créditos gestionados on line? ¿Qué registros podría com-
pulsar la sindicatura para corroborar las distintas peticio-
nes? En su caso, ¿qué valor probatorio tendrían? Desde la 
óptica procedimental, ¿cómo se desarrolla un trámite con 
una dispersión territorial tan marcada?

Lo cierto es que la actuación digital de estas entidades 
impone, como punto de partida, un replanteo estructural 
del diseño de las insinuaciones y la modalidad empleada 
para la recepción de pedidos de reconocimiento, como 
asimismo en la valoración de la documental aportada.

Tal como sucediera ya con las denominadas “verifica-
ciones no presenciales” aplicadas en el concurso preven-
tivo de la cerealera “Vicentín SA” durante la pandemia, 
la posibilidad de emplear el mismo medio usado para la 
gestión de los créditos resulta una variante valiosa. Por 
ello, en razón de todas estas circunstancias, entendemos 
que el marco más acorde en estos concursos para la in-
sinuación de créditos es el digital, para lo cual contamos 
con la experiencia recababa en estos últimos años en que 
fuera aplicada por tribunales de todo el país. Ello a través 
los portales judiciales o de sitios web creados por la sindi-
catura, ya sea para grandes o pequeños concursos, durante 
y luego de la pandemia.

Sea cual fuera la vía elegida para la verificación de los 
créditos –presencial o digital–, al momento de dictaminar 
sobre estos créditos digitales se deberá ponderar su diná-
mica negocial y readecuar, por ende, algunos viejos crite-
rios verificatorios, como analizaremos a continuación.

III. Algunas pautas para la ponderación  
de la prueba del “pasivo digital”

Entre las variadas problemáticas que se presentan en 
la verificación de créditos nacidos en entornos virtuales o 
“créditos digitales” está dada la prueba del crédito que pe-
sa sobre el pretenso acreedor, siendo que la operatoria de 
las empresas fintech se caracteriza por la inmaterialidad.

En la instancia de dictaminar y resolver sobre la exis-
tencia y legitimidad de estos créditos, como a su vez 
cuantificación y causa –sea por el síndico al momento 
de emitir su dictamen o del juez al dictar la resolución de 
verificación de créditos–, es dable considerar y valorar al-
gunas particularidades que enmarcan estas vinculaciones 
contractuales entre el pretenso acreedor y la concursada, 
como ser: 

a) Elementos de convicción aportados del negocio ju-
rídico base del crédito insinuado: se debe partir de la mo-
dalidad de contratación a partir de la cual se perfecciona 
el vínculo entre las partes, que se da absolutamente en 
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entornos virtuales. Ello a partir del depósito del dinero, 
los movimientos que registran las cuentas comitentes, la 
posterior extracción del capital con sus réditos, todo se da 
en la plataforma digital. Por lo tanto, la documentación 
que puedan aportar estos acreedores para acreditar sus 
créditos no encontrará su sustento en un “soporte papel o 
cartular”, como acontece con cualquier otra contratación 
similar. Esto requiere un cambio de criterios de valoración 
de los documentos generados por medios electrónicos que 
el acreedor pueda aportar, partiendo de lo normado en el 
art. 288 del CCyC.

b) Realidad negocial regida por usos y costumbres: 
a lo ya mencionado se suma la propia realidad negocial 
que existe y que enarbola los derechos y obligaciones de 
ambas partes, según los usos y costumbres que surgen 
en la plaza. Es la costumbre entendida como conjunto de 
actos o conductas socialmente aceptados y que, por su 
reiteración o repetición en determinado ámbito, quedan 
validados como una forma de actuar legítima para respon-
der a una necesidad jurídica. Es el ámbito de desarrollo 
de la vinculación contractual a través de formatos o pla-
taformas digitales, que podría intitularse con el mote de 
“atípica”, siendo que presenta particularidades propias de 
ese proceder entre el oferente del negocio (deudor concur-
sado) y los inversores, no comunes a otros negocios bur-
sátiles, pero sí propios del amplio círculo conformado por 
quienes intervienen en él. Ello hace que sus reglas sean 
conocidas y aceptadas por todas las partes del mismo y, 
por tanto, jurídicamente vinculantes y generadoras de de-
rechos y obligaciones jurídicamente exigibles. Asimismo, 
en este punto cabe tener presente el diálogo de fuentes 
sentado en el art. 1 del CCyC, que dispone que los usos, 
prácticas y costumbres son vinculantes cuando las leyes 
o los interesados se refieren a ellos o en situaciones no 
regladas legalmente. Es así una fuente de derecho a con-
templar en estos casos.

c) La valoración de la conducta procesal de las partes: 
es sabido que el solicitante de verificación debe declarar 
y probar la causa de la obligación reclamada, conforme 
las circunstancias negociales del caso. Ante ello, parece-
ría excesivo extremar los recaudos hasta el límite de exi-
gir una prueba definitiva del negocio fundamental, siendo 
suficiente una justificación adecuada a las circunstancias 
que rodearon el otorgamiento del crédito insinuado en el 
entorno digital y si es que no existen circunstancias que 
permitan inferir la existencia de fraude entre las partes. 
A tal fin, se puede ponderar la conducta procesal de las 
partes, concursado y acreedores, como ser, la denuncia 
del crédito por el deudor en su presentación concursal o 
la conducta del pretenso acreedor ante la promoción del 
juicio individual para el cobro de su crédito o del pedido 
de quiebra del deudor, o bien las denuncias formuladas 
en sede penal, etc. La ponderación de las conductas pro-
cesales de los contradictores podrán dar cuenta si se está 
frente a un crédito ficticio e inexistente, o bien –en caso 
contrario– ante un crédito real y verificable.

d) Inexistencia de concilium fraudis: como correlato 
del punto anterior, desde la óptica en la cual se desarrolla 
esta operatoria, parece contrario a la lógica y el sentido 
común un eventual concilium fraudis de miles de acree-
dores que converjan maliciosamente en el proceso con-
cursal para exigir un crédito del que no fueran titulares. 
En estos casos, entendemos que la balanza debe equili-
brarse a favor de los pretensos acreedores; ante la duda 
no puede operar el favor debitoris. Ello sumado a que la 
realidad nos da cuenta de concursos con insolvencia frau-
dulenta que registran pasivos millonarios y ausencia de 
activos. Y en este contexto no podemos de dejar de tener 
presente lo complejo que resulta en numerosos casos el 
determinar la existencia de la acreencia, y especialmente 
su cuantificación, frente al eventual conflicto que se ge-
nere ante el desconocimiento del crédito que pueda hacer 
la concursada.

e) Las cargas probatorias dinámicas: en estas situacio-
nes adquiere relevancia la observancia de la regla sentada 
en el art. 1735 del CCyC, ponderando en el caso cuál de 

las partes se encuentra en mejor situación de aportarla. 
Esta regla es aplicable al procedimiento verificatorio y ya 
fue aplicada frente a entidades financieras, aseguradoras o 
entes fiscales, cuando concurren a insinuar sus acreencias. 
Y más aún, ponderando aquí que en estas contratacio-
nes digitales, los ahorristas suelen encontrarse ante una 
orfandad probatoria de su crédito, causada por el escaso 
respaldo documental que acredita tanto su existencia co-
mo su monto.

Todas estas pautas y las que seguramente vayan sur-
giendo producto de la praxis deberán ser ponderadas al 
momento de dictaminar por el síndico y juez al resolver 
sobre los pedidos de insinuación de créditos nacidos en 
entornos digitales.

IV. La labor de la sindicatura y el rol del juez 
concursal

En esta instancia del procedimiento será relevante la 
tarea de la sindicatura. En la faceta inquisitiva que se ma-
nifiesta en esta etapa la sindicatura cuenta con amplias 
facultades de indagación y esclarecimiento de la realidad 
del caso, a tenor de lo dispuesto por el art. 33 de la LCQ. 
Es que la modalidad de giro de estas empresas concursa-
das impone un ajuste de las diligencias tradicionalmente 
empleadas. La compulsa de libros y la indagación sobre 
las registraciones contables que habitualmente despliega 
la sindicatura como profesional de las ciencias económi-
cas deberán ser complementadas con la experticia de es-
pecialistas en materia informática.

El giro común de las fintech no solo es digital en su 
gestión, sino también en sus registraciones y en la genera-
lidad de sus movimientos. De ahí que el control de su ac-
tividad y las pesquisas sindicales no solo deban apuntar a 
las registraciones tradicionales, sino también desplegarse 
en el acceso a los distintos repositorios electrónicos que 
hacen al quehacer cotidiano de este tipo de comerciantes. 

Paralelamente, la información obtenida debe almace-
narse de modo que se garantice su inalterabilidad a fin de 
ponerla a disposición del magistrado y la comunidad con-
cursal. Esta labor requiere de una asistencia técnica que 
excede la norma de desempeño de una sindicatura ordi-
naria, lo que debería encontrar respuesta en la facultad de 
contratar profesionales para asistir su labor, todo lo cual 
no está previsto en la ley concursal pero que el juez –co-
mo director del proceso–, de acuerdo a las circunstancias 
del caso, podrá contemplar, a tenor de las facultades que 
le otorga el art. 274 de la LCQ.

V. Corolario
Ante los nuevos escenarios de contratación comercial 

digital, el derecho concursal es llamado a dar respuestas 
a la insolvencia de estos nuevos actores, donde deberán 
encontrarse soluciones acordes a la dinámica de estas no-
veles prácticas comerciales. Frente a la insinuación de pa-
sivos nacidos en entornos virtuales, se torna necesario re-
adecuar las viejas reglas y criterios verificatorios sentados 
décadas atrás, aplicables a otros contextos, a fin de que 
el universo de acreedores que integran estos pasivos no 
queden excluidos ante la imposibilidad de acreditar “aca-
badamente” la existencia y legitimidad de sus acreencias.
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